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SINOPSIS 




			 




			Lo que más llama la atención cuando se mira a España desde fuera es la falta de ambición, no a título individual sino como Estado. Tiene un potencial enorme, pero es un país estancado; con conciencia de las reformas que se necesitan hacer, pero sin voluntad política para hacerlas, excepto en casos de extrema urgencia. 




			 




			Devuélveme el poder pone de manifiesto que España requiere un proceso amplio de reformas para salir de casi tres décadas de estancamiento. No son cambios imposibles, ni siquiera son difíciles, y se han hecho ya con éxito en muchos otros países. Pero no son solo reformas económicas, sino también políticas, y empiezan, forzosamente, por limitar el desmesurado poder de los partidos políticos españoles. España necesita una transformación liberal en la que los políticos devuelvan a los ciudadanos un poder que nunca tuvo que ser suyo. 
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		Por qué urge una reforma liberal en España
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			Para mis hijos, Antonio, Alberto y Miguel,  




			para que tengan siempre la suerte  




			de vivir entre valores liberales  




			



			




	    


	 	

	    

            



			No hay nada que defina mejor el liberalismo que poner el poder en manos de la persona individual. Ni nada que defina mejor el sistema político español que alejar el poder de la persona individual. 




			



			




	    


	 	

	    

             




			INTRODUCCIÓN 




			 




			CALCETINES CON SANDALIAS 




			 




			Yo no sabía que era liberal hasta que descubrí el liberalismo. Y no descubrí el liberalismo hasta que me di de bruces con él en el Reino Unido.  




			No haberme dado cuenta de que era liberal en España no tiene excusa, pues el liberalismo político surgió precisamente aquí, en nuestro país, con los constitucionalistas reunidos en Cádiz durante la guerra de la Independencia y con precedentes claros en políticos ilustrados como Jovellanos, Floridablanca, Campomanes, Marchena…, sin olvidar a la pobre Mariana Pineda. De hecho, la palabra liberal y su derivada liberalismo son expresiones inventadas en España y exportadas desde aquí a casi todas las lenguas. 




			Pero es que además el liberalismo me tocó de cerca desde muy pequeña. Allá por 1983 mi padre militó brevemente en la Unión Liberal de Pedro Schwartz, cuando el partido al que pertenecía, la Unión de Centro Democrático (UCD) de Adolfo Suárez, se desintegró, para acabar luego aterrizando en Alianza Popular, el germen del actual Partido Popular (PP). Con doce años ya había escuchado decir un montón de veces que la muerte de Joaquín Garrigues Walker en 1980 nos robó a los españoles uno de los mejores políticos de la Transición: el deseado candidato liberal a presidente del Gobierno que quizás podría haber hecho las reformas políticas liberales que no se atrevió a hacer Suárez. Y mi primer berrinche político fue precisamente la dimisión de Adolfo Suárez, quien luego presidió la Unión Liberal Internacional; el discurso de Suárez todavía hace que se me salten las lágrimas y me provocó una sensación de abandono y desolación política, que solo con el tiempo logré interiorizar como la gran lección de dignidad y generosidad política que fue. Con él también aprendí que las etiquetas no definen al político, pues, por muy presidente de la Internacional Liberal que fuese, la verdad es que Suárez, aparte de su eterna búsqueda de consensos, tenía mucho más de pragmatismo político que de ideología liberal.  




			Con solo nueve años tengo grabada en mi memoria la imagen de los pueblos de Castilla, en los que de pequeña repartía pegatinas verdes y naranjas de la UCD a la entrada de los mítines en los cines, con el entusiasmo propio de la niñez, sin tener ni la más remota idea de lo que se dirimía allí, pero con esa nebulosa sensación que teníamos los niños de entonces de que lo que estaba en juego en la Transición era una cosa importante: nuestra libertad. Y no porque supiésemos lo que eso significaba, sino simplemente porque es lo que nos decían nuestros padres y las canciones de moda.  




			A esa corta edad ya me gustaba la política, pero era demasiado pequeña como para saber lo que significaba que un partido fuese liberal. Y en aras de esa pasión política tan acentuada de la Transición, en vez de aprender con la UCD y la Unión Liberal los principios liberales, y entender el relativismo, la valoración de las diferencias y la disensión propia del liberalismo, lo que aprendí es algo profundamente antiliberal: la política tribal. Esa que tan bien define lo que es hacer política en España: el desear ganar no necesariamente para poner en marcha un programa político, sino por detestar al otro; no querer entender al oponente para encontrar posibles consensos, sino buscar destruirlo y sobre todo acallarlo. El tribalismo político existe en casi todos los países —no hay más que mirar a Francia, el Reino Unido o Estados Unidos—, pero hay pocos sitios en los que las disensiones políticas, a cualquier nivel, conlleven de una manera implacable durante décadas la enorme carga emocional que tienen en España. Me ha costado años y un considerable esfuerzo intelectual —y sobre todo emocional— desprenderme del tribalismo, conseguir mirar a los adversarios políticos como personas que tienen todo el derecho del mundo a pensar de una manera distinta, aceptar que nadie tiene nunca un cien por cien de razón, ni en política ni en nada, y darme cuenta de que de todas las opiniones se aprende, a veces para corregir la opinión propia, a veces para matizarla y a veces, por qué no, para ratificarse en las opiniones de uno mismo.  




			Mi encuentro con un partido liberal arraigado no fue hasta 1997, cuando mi por entonces novio y hoy marido, Nick Clegg, decidió presentarse como candidato al Parlamento Europeo por el Partido Liberal británico (los Liberal Democrats o Lib Dems, como se les conoce coloquialmente en el Reino Unido).  Estábamos  trabajando  en  la  Comisión  Europea,  yo como negociadora comercial y él en el gabinete del comisario británico, el conservador Leon Brittan. Me lo dijo así, tal cual, un fin de semana mientras dábamos un paseo por la Forêt de Soignes, ese bosque mágico e interminable a las afueras de Bruselas donde íbamos con asiduidad a respirar el oxígeno que tanto se echa de menos en las instituciones comunitarias: que estaba pensando presentarse a las elecciones internas de los Lib Dems como candidato a parlamentario europeo, aunque solo había militado en el partido desde hacía dos años y por ello no tenía ni un solo padrino político allí; que qué me parecía. ¿Y qué me iba a parecer?, ¡pues bien, claro!  




			Cuando el lunes siguiente se lo conté a mis amigos españoles, su reacción no pudo ser más desalentadora: «Pero ¡cómo que se va a presentar por los Lib Dems, si esos son de los que llevan calcetines con sandalias!, ¿no  sería  mejor que se presentase por los laboristas o los tories?, ¡si los liberales no van a llegar nunca a nada!».  




			No se podían imaginar mis amigos españoles (¡ni los británicos!) que, en el 2010, de la mano precisamente de Nick, el Partido Liberal llegaría, en coalición, al Gobierno. Ni que cinco años después, en 2015, el pueblo británico decidiría quitar el poder a los liberales, otorgándoles tan solo ocho escaños, para dárselo con mayoría absoluta a David Cameron, quien, en tan solo once meses, y en un acto de miopía, arrogancia política e irresponsabilidad inigualables, sacó al Reino Unido de la Unión Europea. Como tampoco ninguno hubiésemos podido imaginar entonces que las casas de moda parisinas más reputadas pondrían de actualidad los calcetines con sandalias (eso  sí,  de  tacón)  casi  al  mismo  tiempo  en  que  los  liberales llegaron al Gobierno británico. 




			Pero mientras a mis amigos les sorprendía la elección de partido de Nick, a mí lo que me llamaba la atención era que una persona pudiera presentarse por sí misma como candidato. Lo hizo con enorme esfuerzo, acudiendo a castings políticos, participando en un montón de entrevistas y asistiendo a debates de preselección, acumulando toda la experiencia que podía en las campañas locales, recabando apoyos locales durante meses, haciendo campaña prácticamente solo, visitando casa por casa a los miembros del partido y batiéndose el cobre en los procesos electorales de selección internos. Le dedicó a ese proceso una buena parte de su vida, pero no tuvo que pasar años haciendo labor de sede, adulando a la cúpula del partido e intentando ganarse los favores del presidente de partido de turno para que lo designase a dedo. Fue la primera vez que vi cómo alguien de mi entorno decidía, sin tener que entrar en el juego de intereses establecidos y con total libertad, meterse en el ruedo político. Y he de confesar que me dio —y todavía me da— auténtica envidia.  




			En el Partido Liberal británico había efectivamente muchos militantes de los de calcetines con sandalias. Pero también había de todo: un popurrí donde cabían desde liberales económicos de centroderecha hasta socialdemócratas, verdes y en algunos casos incluso casi comunistas. La mayoría, como en todos los partidos, era gente con deseo de mejorar la sociedad, pero sin auténtica ambición de poder. El eje de unión del liberalismo británico no era el querer poner en marcha desde el Gobierno un modelo auténticamente liberal de empoderamiento del individuo, sino un ánimo de protesta, ejercido desde las filas de la oposición y articulado sobre el descontento que llevaba fraguándose desde el conservadurismo radical de Margaret Thatcher hasta la decisión de Tony Blair de entrar en guerra con Irak. Esa guerra a la que nos sumamos, solo en la coreografía política, no en la acción real, los españoles bajo el mando del presidente Aznar; y cuyas desastrosas consecuencias para Oriente Medio todavía seguimos pagando.  




			El que en un partido liberal hubiese militantes que no lo son no es inusual, pues en todos los partidos hay un poco de todo. Pero es que además es difícil para los partidos liberales definir con exactitud los criterios ideológicos de sus militantes, ya que hay pocos términos a los que se les hayan atribuido tantos  significados  distintos  como  al  liberalismo.  Decir  que alguien es liberal implica cosas muy distintas, no solo según dónde se aplique el término, sino también según quién lo aplique y a quién se le aplique. Los liberales en el Reino Unido son de centroizquierda, mientras que en España son de centroderecha; en Estados Unidos se llama liberales a los progresistas de corte social, mientras que en la Europa continental se denominan de este modo a los que quieren limitar el Estado de bienestar y abogan por una desreglamentación radical, drásticas bajadas de impuestos, y la reducción al mínimo de cualquier intervención estatal en las políticas sociales; en Francia se llama ultraliberal a cualquiera que defienda el libre mercado sin más; los populismos de derecha como el de Trump, Farage u  Orbán  llaman  liberales  a  los  que  defienden  el  internacionalismo, la globalización y la inmigración; y ahora, en todo el mundo, hay quienes llaman «élite liberal» de manera despectiva a todos los que no son —¡no somos!— antisistema.  




			En  España  algunos  se  autodefinen  como  liberales  desde las  filas  del  PP  porque  defienden  un  modelo  económico  de libre competencia y abogan por privatizaciones y bajadas de impuestos. Pero muchos de ellos tienden a la acumulación del poder y no aceptan las premisas liberales en materia social: un conservadurismo puro y duro. Algunos de los que se autoproclaman liberales, como Esperanza Aguirre, se han declarado admiradores de políticos como David Cameron y Boris Johnson, dos británicos ultraconservadores (e incluso en el caso de Boris Johnson auténticamente reaccionario). Suárez se declaró liberal a pesar de no tener un programa ideológico liberalista. Y también se han declarado liberales en distintos momentos de su carrera política Albert Rivera y Artur Mas, dos políticos que no pueden estar en polos ideológicos más opuestos. 




			Actualmente el único partido que se autoproclama abiertamente liberal en España es Ciudadanos, después de una transición durante su corta vida política desde la democracia social hasta el liberalismo. Quizás el hecho de que esa transición al liberalismo sea reciente explica sus flirteos con la democracia social y recientemente con el conservadurismo. Pero lo cierto es que ningún partido en ninguna parte del mundo tiene un modelo ideológico purista; los vaivenes en una o varias políticas concretas no tienen mayor transcendencia, lo importante es que la tendencia ideológica, el hilo conductor, no se pierda. 




			El liberalismo ideológico ha evolucionado, como otras ideologías, a lo largo de la historia: el liberalismo económico antiestatal de Hayek tiene poco que ver con el liberalismo moral y social de Roy Jenkins o con la defensa por parte de Stuart Mill de que el Estado intervenga en la vida de los ciudadanos como facilitador o posibilitador. Como en todas las ideologías, también en el liberalismo hay matices, corrientes y evoluciones. 




			El liberalismo nace de la diversidad, del reconocimiento de las tensiones propias de todo grupo social. De aceptar que pensamos de formas distintas y que esa diversidad de opinión, esa tensión dialéctica, en lugar de ser un problema que hay que resolver, es algo positivo que enriquece a la sociedad y que nos lleva a tomar decisiones políticas más sabias. El liberalismo no es de izquierdas, ni de derechas, ni de centro. No es equidistante. Y no se define con respecto al espacio político que ocupan los demás.  




			Mi biblia particular sobre el liberalismo, An Intelligent Person’s Guide to Liberalism (Manual de liberalismo para personas inteligentes), de Conrad Russell, un libro de 2007, defiende, a mi juicio con extremado acierto, que la clave del liberalismo está en la dispersión del poder: los liberales no están contra el poder, pero no se fían del poder e intentan constantemente limitar el poder arbitrario. Por eso su meta, el leitmotiv de todas sus políticas, es la devolución del poder al ciudadano.  




			El liberalismo consiste en poner en manos del individuo el control del poder político, no solo en política económica, sino en todas y cada una de las decisiones políticas. Esto significa que el centro del poder no esté en manos de los políticos, que no tienen poder propio, sino que su poder es delegado; por ello el ejercicio del poder ha de estar sometido a límites, y los políticos han de rendir cuentas en todo momento ante los ciudadanos. Devolverle el poder al ciudadano implica reconocer la igualdad, no solo de derechos, sino sobre todo de oportunidades, para que sea el individuo y no el Estado el que decida qué quiere hacer con su dinero y con su poder, en todos los ámbitos de la política. Y esa igualdad de oportunidades también tiene un reverso, porque la igualdad de oportunidades conlleva exigirle al individuo igualdad de responsabilidades: una sociedad liberal es una sociedad de individuos libres, pero también exigentes y responsables.  




			Este libro no es un ensayo histórico sobre el liberalismo. Ni siquiera estoy segura de que sea como tal un ensayo. Es simplemente un conjunto de reflexiones sobre el sistema político español y la posición de España en el ámbito internacional, desde un punto de vista liberal, escrito a partir de experiencias personales. 




			Es un libro que nace de la observación. De haber visto de cerca cómo se hace política tanto dentro como fuera de España. Pero sobre todo es un libro que nace de la frustración de ver cómo un país con un potencial como el que tiene España, con esa capacidad de reinventarse y de salir hacia delante, se ve limitado una y otra vez, tanto en el terreno nacional como en el internacional, por las deficiencias de un sistema político que pone todo su empeño en centralizar el poder en los políticos y que no ha sabido adaptarse al trascurso del tiempo.  




			No hace falta ser liberal para darse cuenta de que nuestro sistema político está anticuado. Para que un sistema político funcione, la clase política ha de ser un valor añadido para la sociedad. Pero en España, lejos de ser un valor añadido, la clase política se ha convertido en un obstáculo. Lo mejor de España no son sus políticos, sino los españoles, esos que cada mañana se levantan a construir lo que somos, un país que ha atravesado, y todavía atraviesa, muchas dificultades, pero que a pesar de ello es un país diverso, creativo, solidario, emprendedor y optimista. Ellos, y no los políticos, son los que deberían tener en sus manos las riendas del poder: las riendas del poder y la responsabilidad del poder.  
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			TODO LO PUEDEN 




			 




			Cuando tuve mi primer hijo, trabajaba en Bruselas en la Comisión Europea como miembro de gabinete del entonces comisario de relaciones exteriores Chris Patten, donde me encargaba de las relaciones con Oriente Medio y América Latina. Era el típico puesto muy atractivo para alguien que estaba haciendo su carrera en las instituciones comunitarias; pero, dentro de todo el ranking institucional de la Unión Europea, era un puesto relativamente bajo: asesorábamos al comisario sobre las propuestas políticas que le hacían desde los servicios de la Comisión, gestionábamos la coordinación de esas políticas en su nombre e íbamos con él a las reuniones ministeriales, cumbres y visitas bilaterales que hacía a los países de los que nos encargábamos. Yo era la única española del gabinete, y por ello una de mis misiones era gestionar las relaciones entre el comisario y el Gobierno español, especialmente en las áreas de interés de España, como era, y sigue siendo, América Latina.  




			Como nunca hay un buen momento para quedarte embarazada, acabé teniendo a mi hijo Antonio a los veinte días de empezar la presidencia española del Consejo de la Unión Europea, en el primer semestre de 2002. Desde el punto de vista profesional no pude elegir peor momento. Me entró el sentido de culpabilidad propio de toda nueva madre (ese que te hace sentirte culpable ante tu hijo cuando no estás con él y ante tu trabajo cuando sí lo estás) y decidí volver a la oficina a las cuatro semanas de tener al niño. Uno de los primeros viajes en la agenda del comisario era a Madrid, para reunirse con el entonces presidente del Gobierno José María Aznar y acordar los objetivos de la cumbre entre la Unión Europea y América Latina. Así que allí me fui, acompañando a Chris Patten, con los quince kilos de más que me sobraban del embarazo y un maletín negro al hombro con el sacaleches. 




			En la Moncloa nos recibió el entonces secretario de Estado para la Cooperación Internacional e Iberoamérica, quien había sido parlamentario del PP por Valladolid desde hacía trece años. Había conocido bien a mi padre, quien también había trabajado de cerca en el PP de Valladolid con Aznar cuando este era presidente de la Junta de Castilla y León. Charlamos un rato mientras esperamos en una de las salas de la Moncloa, de un blanco inmaculado y bastante fría, hasta que llegó, esbozando una media sonrisa, el presidente. Muy amablemente, al presentarme, el secretario le preguntó a José María Aznar que si se acordaba de mí, que era «la hija de» mi padre. El presidente se me quedó mirando en silencio como si no lograra ubicarme, y yo pensé que era por lo mucho que había engordado. Cuando por fin habló me preguntó: «Y tú… ¿cómo has llegado hasta aquí?». Fue una pregunta inocente, hecha sin ninguna malicia y sin la mayor importancia, pero que revela mucho sobre la política española, donde es usual que los políticos piensen que nadie puede llegar, sin estar fichado y pasar por el partido, incluso a un puesto de orden menor como el que tenía yo entonces. Murmuré algo así como «trabajando mucho, como todos», bajé la cabeza y me pasé toda la reunión tomando notas.  




			Los partidos políticos en España lo pueden todo, lo manejan todo, lo controlan todo, nada se les escapa: puestos altos, puestos medios, puestos bajos, puestos nimios, contratos públicos relevantes, contratos públicos irrelevantes, gestión de empresas públicas, reglamentación de empresas privadas, organismos supervisores, universidad, televisión, encuestas, subvenciones...; no hay palo que no toquen. Y lo hacen prácticamente sin controles ni límites. Hay pocas democracias consolidadas donde los ciudadanos les hayan cedido a los políticos tanto poder como en la nuestra.  




			La característica dominante del sistema político español no es la centralización ni la descentralización, no es su sesgo hacia la colectividad ni hacia la individualidad, no es la monarquía, ni siquiera el parlamentarismo: el rasgo más marcado de nuestro sistema político es, de lejos, su carácter partitocrático e iliberal. Si una sociedad liberal es aquella en la que el poder reside en cada ciudadano, la sociedad española es justo lo contrario: el poder que por derecho propio corresponde a cada ciudadano español y que, a través del contrato social que constituye nuestra norma más básica, la Constitución, se debería haber cedido a los estamentos políticos de forma limitada, transparente y con garantías ha sido copado por una clase política omnipotente y omnipresente, que se ha hecho con ese poder como si fuese suyo y lo ha expandido a áreas que no deberían tener nada que ver con la política. En España los políticos tienen mucho más poder que en nuestros países vecinos; y desde luego tienen muchísimo más poder que los ciudadanos. 




			La razón por la que el sistema español otorga tanto poder a los políticos hay que buscarla en la Transición, un período ejemplar de la historia de España, e incluso de toda Europa, pero también un momento en el que se intentó, seguramente con razón, cerrar al máximo posible los espacios de control del poder en manos de unos pocos, para que el proceso democrático no descarrilara. Como herencia, la Transición nos ha dejado demasiados políticos, con demasiado poder, y con pocos controles. Ese sistema tan politizado y tan cerrado que funcionó bien en su momento y que era adecuado a una población que se iniciaba, con cierta timidez y poca formación, en los pasos del proceso democrático ya no funciona ahora, cuando la madurez democrática de la población española está más que lograda.  




			 




			DIMENSIÓN  




			 




			Una de las cosas que más llama la atención de nuestro sistema político es la enorme cantidad de puestos políticos que tenemos en España, muchísimos más que en prácticamente todo el resto de los países comparables con el nuestro. No hay cifras públicas centralizadas (lo cual ya da una idea del oscurantismo de nuestro sistema), pero se estima que tenemos entre 300.000 y 400.000 políticos, para gestionar un país de 46.530.000 habitantes. Para entender lo absurdo de esa cifra no hace falta más que compararla con el número de personas que ejercen otras profesiones en España: tenemos más del doble de políticos que de científicos, y cuatro veces más políticos que miembros del Cuerpo Nacional de Policía. Cubrimos todas las necesidades médicas de todos los habitantes de nuestro país (los sanos, los enfermos ocasionales, los que padecen enfermedades leves y enfermedades largas y complicadas, los enfermos crónicos y los terminales) con la mitad de las personas que tenemos dedicadas a tomar decisiones políticas. Es simplemente imposible que toda esa enorme cantidad de políticos que tenemos en España tengan suficiente trabajo para estar ocupados.  




			Hasta Alemania, que tiene una estructura política federal compleja y que nos dobla en población, tiene menos políticos que nosotros. En términos porcentuales, teniendo en cuenta el número de personas del país, tenemos casi el doble de políticos que Italia, o incluso que Francia, un país caracterizado por una férrea estructura pública. Es imposible entender por qué necesitamos tantos políticos, pues gran parte de los países con muchos menos políticos que España (incluidos Francia y Alemania) están gestionados mucho mejor que el nuestro.  




			Para que toda esa cantidad de políticos españoles estén justificados, y sobre todo tengan algo que hacer, se les ha cedido una enorme parcela de poder, mucho mayor que la que les ceden a sus políticos ciudadanos de países con un desarrollo democrático similar al nuestro; y se ha hecho como consecuencia de un sistema que se decidió hace cuarenta años, sin que nos preguntemos con regularidad si ese sistema responde a las necesidades actuales de los ciudadanos españoles.  




			Pero las cosas no se quedan ahí, porque el ingente poder que cedimos a la clase política española durante la Transición no se ha mantenido estable, sino que se ha ido multiplicando, durante los cuarenta años de democracia, con una serie de prácticas a través de las cuales los políticos españoles (independientemente de su estatus, posición, nivel y orientación política) han extendido sus tentáculos por todos y cada uno de los ámbitos de la sociedad: el poder de los gobernantes se ha expandido en horizontal, asumiendo cada vez más competencias y copando incluso las áreas de control político; y también en vertical, desde los centros de poder social más altos a los más bajos. La progresiva politización de nuestra sociedad se ha hecho a golpe de legislación y prácticas legales (como la sobrerregulación económica), pero también ilegales (como la contratación pública opaca e incluso corrupta) y otras que no se sabe si son legales o ilegales, pero que desde luego son poco éticas (como la influencia política indebida en la Administración). Todas esas prácticas confluyen en un leitmotiv que afecta a todo nuestro sistema: el clientelismo, o intercambio de favores políticos, de lejos la práctica política más perniciosa de nuestro sistema, la más corrosiva, y la menos productiva, pues implica que los políticos ponen con regularidad los recursos públicos (que deberían gestionar en nombre de todos nosotros con honestidad, neutralidad y transparencia) en aquellos ámbitos que les reportan a ellos mismos ganancias políticas.  




			 




			ADMINISTRACIÓN 




			 




			En la Administración pública española hay unas 2.578.000 personas (según cifras del 2019 del Boletín Estadístico del personal al servicio de las Administraciones públicas). Así en frío parecen muchas, pero ese número es comparable con el porcentaje de funcionarios per cápita de otros países similares al nuestro. Además, la cifra es solo orientativa, porque incluye a funcionarios de la educación y la sanidad, la justicia, los profesores y médicos, los cuales no representan lo que se entiende comúnmente como «la Administración». En la Administración tradicional hay: 197.576 personas que trabajan en la Administración central del Estado; 210.521 que trabajan en consejerías y organismos autónomos de comunidades autónomas, y 511.083 que trabajan en ayuntamientos y organismos autónomos locales. En total, unas 919.000 personas.  




			El problema de la Administración tradicional en España no tiene nada que ver con el número de personas que trabajan contratadas por el erario público, sino con la falta de independencia y desprofesionalización de amplios sectores de esta. A nivel individual hay, cómo no, profesionales estupendos; pero, en general, la arbitrariedad en la designación de puestos afecta a todos los niveles de la Administración: desde los puestos de las embajadas más importantes hasta los contratos del personal de recogida de basura de los pueblos más pequeños. La proliferación de puestos de libre designación, y la influencia de los políticos en las mesas de contratación de personal, han creado un espacio ingente de arbitrariedad permanentemente expuesto al abuso y a las prácticas de dádivas políticas. Y no solo a nivel estatal, sino de todos los estamentos públicos, desde el Gobierno central hasta las comunidades autónomas, pasando por las diputaciones, los cabildos, las comarcas y los ayuntamientos. 




			Se calcula (y no se sabe a ciencia cierta, pues, aunque de nuevo parezca mentira, no hay transparencia al respecto) que en España hay entre 19.000 y 20.000 personas en la Administración (a diferentes niveles) nombradas por libre designación. Los datos más fiables provienen de la Central Sindical Independiente de Funcionarios (CSIF), que también hace públicos los usos abusivos de este sistema de nombramiento en algunas Administraciones: en el 2018, en alguna comunidad autónoma, nada menos que el 38 % de las jefaturas de servicio eran discrecionales. Aunque se supone que la libre designación tiene que hacerse dentro de unos criterios de igualdad, mérito y publicidad, esos empleados públicos están nombrados «a dedo» por los políticos, que sorprendentemente ni siquiera tienen la obligación generalizada de tener que indicar cuáles son los méritos que justifican la libre designación. De forma crucial, esas personas también pueden ser despedidas «a dedo». Es evidente que esos trabajadores no se van a dedicar a controlar a los políticos en nombre de los ciudadanos, que es una de las funciones básicas de la Administración (junto con la puesta en marcha a nivel práctico y técnico de las decisiones  políticas),  sino  que  hacen  lo  que  los  políticos  quieren, porque para eso han sido ellos los que les han nombrado y sobre todo porque les pueden destituir en cualquier momento. Aunque los puestos de libre designación están costeados por el erario público, en la mayoría de los casos no trabajan para los ciudadanos, sino para los políticos.  




			Pero la desprofesionalización de nuestra Administración no se limita ni siquiera a todas esas personas, sino que los puestos que se otorgan sin controles por parte de los políticos son cada vez más, pues se ha instaurado la práctica de abusar del sistema de interinidad y de los trabajos eventuales para lograr dar puestos administrativos fijos a personas que nunca los hubiesen conseguido por sus propios méritos. Aunque el número de interinos y eventuales se redujo durante los años de la crisis, aún son muchísimos: de nuevo parece mentira que no haya datos públicos exactos al respecto, pero las organizaciones que han llevado sus quejas sobre esta situación ante el Tribunal Supremo hablan de 700.000 personas entre eventuales, interinos y temporales. Otras 700.000 personas pagadas por el erario público que a menudo no trabajan para los ciudadanos controlando a los políticos, sino para los políticos, porque les deben favores a ellos. 




			Por si todo ello fuera poco, los políticos intervienen no solo en los nombramientos de los puestos de libre designación, eventuales e interinos, sino también en el acceso a tareas de responsabilidad y sobre todo en las promociones de muchos otros funcionarios. Y lo hacen, o bien directamente, o bien a través de todos esos funcionarios que les deben favores porque fueron nombrados o se les hizo fijos «a dedo». El resultado es que los sueldos y las carreras de una gran parte de las personas de la Administración dependen directamente de las decisiones de los políticos: es imposible que la Administración controle a los políticos si el puesto, el sueldo y la carrera de los administrativos dependen de ellos. 




			Los políticos españoles no realizan estas turbias prácticas de manipulación y clientelismo en la Administración de manera oculta, sino que lo hacen a la luz del día: en las provincias y zonas rurales, por ejemplo, ver cómo las personas de la cuerda política de los equipos de Gobierno consiguen puestos en diputaciones y ayuntamientos es el pan nuestro de cada día. Y lo mismo ocurre a un nivel más alto: solo por poner un ejemplo, y como informaron varios medios de comunicación en su momento, el relevo del Gobierno de Mariano Rajoy supuso el despido de 437 asesores de Presidencia y un total de 6.000 personas tuvieron que abandonar sus cargos. Y cuando cambió recientemente el Gobierno de la Junta de Andalucía se descubrió que había 2.137 funcionarios en puestos de libre designación y 660 tuvieron que cesar de forma inmediata. Pero aunque los periódicos y medios de comunicación se hacen eco de esto, nadie pone el grito en el cielo y casi ninguno de los españoles condicionamos nuestro voto a que los políticos dejen de utilizar esas vergonzosas prácticas de manipulación de la Administración a su antojo para proteger su propio poder. Cuando se critica públicamente el número de puestos de libre designación y de interinos y eventuales, se suele hacer por el coste que representan para las arcas públicas, pero no por el efecto distorsionador del poder que esta lamentable anomalía administrativa tiene en nuestro sistema.  




			A todo ese enorme número de funcionarios politizados hay que añadirle los que trabajan en el ingente entramado de empresas y fundaciones públicas, tanto estatales como autonómicas o de las diputaciones provinciales, de España. Un auténtico  coladero  de  influencia  política,  pues  los  partidos políticos utilizan esas empresas y fundaciones públicas para nombrar a gente afín a sus partidos en sus estructuras de Gobierno y así poder controlarlas. Se estima que tenemos más de 500 empresas y fundaciones públicas, más o menos la mitad a nivel estatal y la otra mitad en comunidades autónomas; pero a estas hay que añadir las de las diputaciones y las locales. De nuevo, no hay informes recientes con el número exacto, pero el último inventario publicado por el Ministerio de Hacienda es del 2013 y recoge nada menos que 2.986 empresas públicas y fundaciones a nivel estatal, autonómico y local. Huelga decir que buena parte de ellas son deficitarias. Pero el problema no es el número, ni siquiera el coste, sino la opacidad, porque la falta de transparencia de este tipo de organizaciones es tal que hasta el Tribunal de Cuentas indica en sus informes anuales que no tiene acceso a la información contable de todas esas fundaciones y empresas. Y no hay transparencia porque muchas de estas organizaciones se utilizan para que los políticos canalicen subvenciones y contratos sin el control administrativo que se les aplicaría si las subvenciones y los contratos se gestionasen directamente desde la Administración. No hace falta más que ver los objetivos de muchísimas de esas empresas y fundaciones a nivel autonómico y local para darse cuenta de que son empresas y fundaciones fantasmas, que no están ahí porque cumplan con una misión que no se podría hacer desde la Administración pública. Lo mejor que nos podría ocurrir a los españoles con respecto a esas fundaciones y empresas es que se sometiesen al control administrativo ordinario o que simplemente se cerraran.  




			La relación entre los políticos y la Administración es muy distinta en otros países: en Dinamarca, por ejemplo, los funcionarios no pueden tener actividad política y cada ministro solo puede nombrar a un asesor (uno solo). Algo parecido ocurre en Suecia. En el Reino Unido, aunque los partidarios del brexit ahora cuestionan a funcionarios y embajadores que no demuestran una pasión ciega por la salida de la Unión Europea, no cambia casi nadie en la Administración cuando hay un cambio de Gobierno; los funcionarios tienen obligación de neutralidad y el Código de Imparcialidad les exige que «actúen de tal manera que los ministros puedan confiar en ellos, garantizando al mismo tiempo que merecerán la misma confianza de ministros de futuros Gobiernos», aunque sean de distinto color político. Yo estuve un año trabajando en el Ministerio de Asuntos Exteriores británico (el Foreign Office) durante la última presidencia británica de la Unión Europea en el 2005. Eran los años finales del Gobierno de Tony Blair y, en el Foreign  Office,  el  primer  ministro  era  poco  popular,  pues  ese ministerio llevaba toda la carga de las terribles consecuencias que tuvo su decisión de unirse a la guerra contra Irak. En una de las reuniones internas del Foreign Office, a uno de los altos cargos se le escapó que le tenía simpatía a Blair: no es que Blair le hubiese nombrado a dedo, ni que le hubiese promovido, ni que tuviese ningún lazo de afiliación directa con Blair y su partido, no: solo había dicho que le tenía «simpatía», nada más. No se habló de otra cosa durante las semanas siguientes, pues con esa manifestación el funcionario había llevado al límite el código de la neutralidad política de la Administración británica; por muy alto cargo que fuese, muchos criticaron el que hablara abiertamente de sus simpatías hacia el Partido Laborista, que era el partido gobernante. Cambió el Gobierno y entraron los conservadores en coalición con los liberales unos años más tarde, pero ese funcionario no se tuvo que marchar por represalias políticas; es más, acabó siendo promovido a jefe de los servicios de inteligencia (el M de las películas de James Bond), uno de los puestos con mayor responsabilidad del país y que requiere absoluta confianza por parte del Gobierno. 




			Si los políticos alemanes, los daneses, los suecos, los franceses, los británicos, etc., pueden trabajar con funcionarios de todos los colores políticos, es incomprensible que los políticos españoles solo puedan hacerlo con «los suyos». Si todos esos países comparables al nuestro han logrado tener una Administración profesional, independiente de los vaivenes políticos, objetiva, imparcial y neutral, es absurdo pensar que nosotros, los españoles, nos tenemos que conformar con una Administración desprofesionalizada que no está al servicio de los ciudadanos, sino al servicio de los políticos de turno. 




			Las consecuencias de la desprofesionalización de nuestra Administración no pueden ser más graves. ¿Por qué la corrupción política en España ha pervivido durante tantos años a pesar de que se ha hecho abiertamente, sin que la Administración la haya denunciado y controlado como ocurre en otros países? Pues porque a través de su influencia en nombramientos, sueldos y promociones, los políticos han logrado que una gran parte  de  la  Administración  sea  su  brazo  ejecutor,  en  vez  de su organismo controlador. La Administración está para poner en práctica las decisiones que toman los políticos, pero también está para controlarlos. Tiene que actuar como un límite al poder de los gobernantes, no como un límite al poder de los ciudadanos. Eliminar —no reducir, sino eliminar— la práctica totalidad de los cargos de libre designación en el sistema español e instaurar organismos independientes que velen por la neutralidad de los puestos y promociones administrativas es una de las tareas de reforma más urgentes en España.  




			A primera vista parece una tarea ingente, pero en realidad no es difícil. Como nos hemos acostumbrado a ese tipo de prácticas, a veces nos parece que necesitamos toda una revolución para cambiarlas. Pero para despolitizar la Administración no hace falta ni siquiera cambiar las leyes, pues todas estas turbias prácticas no están reglamentadas. Y por supuesto no es necesario que sea una decisión «de consenso». Solo se necesita que algunos líderes de partidos en el poder, a cualquier nivel, se comprometan a no hacer ningún cambio de funcionarios (excepto cuando se pruebe, a través de los mecanismos ya establecidos, que alguno de esos funcionarios está siendo obstruccionista por motivos políticos) y dejen de controlar indirectamente a los comités de promociones y nombramientos. Un ejemplo, uno solo, es lo que hace falta para darnos cuenta de lo muy distintas que podrían ser las cosas con una Administración profesionalizada. Lo han hecho en muchísimos países, así que no puede ser tan difícil conseguir ese compromiso en España, a poco que lo exijamos los ciudadanos; pero lo cierto es que, aunque en petit comité nos quejamos de la politización de la Administración, los ciudadanos españoles no hemos pedido nunca que esta sea un área de prioridad política.  




			 




			CONTRATACIÓN PÚBLICA 




			 




			Otro de los instrumentos a través de los cuales la clase política española ha expandido su poder es la manipulación indebida de la contratación pública, la cual representa entre el 10 % y el 20 % del PIB español. Los contratos públicos opacos y corruptos les ha permitido y les sigue permitiendo a los políticos hacerse con áreas de poder que nunca hubieran podido soñar con tener en sus manos: a través del «favor por favor» que constituyen los contratos sesgados y corruptos, los políticos han logrado poner bajo su manto de control a las empresas beneficiarias, a sus dueños y a veces hasta a sus trabajadores; las empresas privadas, que no deberían tener nada que ver con la política, caen de forma sistemática en las redes del poder de los políticos porque no tenemos una ley de contratación pública adecuada. En los últimos años nos hemos centrado en el dinero que los españoles han perdido a causa de la corrupción; pero su efecto más nocivo en la contratación pública no es el dinero que pierden los contribuyentes, sino el poder que pierden los ciudadanos. Incluso aunque algunos políticos acaben pagando con penas de cárcel, o aun en el muy hipotético caso de que se lograra recuperar el dinero de la corrupción (lo cual es una hipótesis aventurada), el coste de poder de la corrupción es un coste auténticamente irrecuperable.  




			Aunque la corrupción sigue siendo una preocupación de primer nivel para los españoles, algunos políticos nos han intentado hacer ver, interesadamente, que la corrupción política en la contratación pública es cosa del pasado. Se apoyan en que ha habido grandes investigaciones y sonados casos de corrupción que han llegado a los juzgados, lo cual es cierto. Pero los casos que se han descubierto en España no han estado relacionados con las obras públicas más grandes, ni con los mayores contratos de prestación de servicios, ni con las obras con más sobrecostes, muchas de las cuales siguen sin reexaminarse y reauditarse, a pesar de que tenemos evidencias sólidas (a través de los casos que ya se han descubierto) de que nuestro sistema de contratación pública se presta a la corrupción y al abuso por parte de los políticos: si nuestro sistema permitió la corrupción en las obras pequeñas y medianas, que son las que han salido a la luz, es de cajón pensar que también permitió la corrupción en las obras más grandes; y si ese sistema que permitió la corrupción no ha sufrido cambios radicales (no solo legislativos, sino también de cumplimiento efectivo), es también de cajón dudar de si la corrupción solo ocurrió en el pasado. No tenemos ninguna certeza, ninguna, de que haya salido a la luz toda la corrupción; del mismo modo que no tenemos ninguna certeza de que la corrupción no esté ocurriendo ahora.  




			El ánimo por parte de los políticos de presentar la corrupción en la contratación pública como algo del pasado, que ya se ha superado por completo, es particularmente intenso en los ámbitos internacionales: si en una entrevista con medios de comunicación internacionales o en un seminario o debate fuera de nuestras fronteras uno habla de la corrupción, enseguida hay políticos, figuras públicas y hasta empresarios españoles que te tachan de «traidor», por eso de que los trapos sucios se lavan en casa, y te acusan de perjudicar a la imagen del país. A mí me ha ocurrido incluso en debates políticos en España, en los que, a la vez que en la prensa salían casos de corrupción día tras día, he tenido que escuchar en boca de comentaristas políticos españoles que los que hablábamos de corrupción en la clase política española «exagerábamos». A la vista de la larguísima lista de casos de corrupción a todos los niveles y en todos los estamentos políticos que han salido a la luz en España, es imposible pensar que nadie pueda exagerarlos. Pero es todavía más imposible lograr engañar a los inversores internacionales: cuando ponen dinero en las empresas y la economía españolas, lo hacen a pesar de la corrupción, como también invierten en países con mucha más corrupción que el nuestro, como algunos de América Latina, Oriente Medio y África; y claramente invertirían más si nuestro país estuviese libre de corrupción  y  les  ofreciesen  seguridad  jurídica.  En  una  conversación con uno de los inversores más conocidos del mundo, que también tiene inversiones en España, me preguntó mi opinión sobre la política española. Le dije que seguramente yo no era objetiva, ya que un sector del partido de gobierno, que en ese momento era el Partido Popular, me tenía poca simpatía porque había hablado abiertamente en la prensa internacional de la corrupción. Me preguntó que por qué le molestaba al partido de gobierno que hablase de ello y le expliqué que algunos niegan la corrupción y piensan que reconocer su existencia internacionalmente le hace mala prensa a la marca del país. Se echó a reír y me contestó: «Pero ¿cómo no van a ver la corrupción, si está en todas partes?». La solución a que se hable de la corrupción no es silenciar a los que hablamos de ella, sino eliminarla.  




			Atajar la corrupción política en la contratación pública requiere algo tan sencillo como reforzar la ley que la regula, algo que se hizo por última vez en el 2017, pero también poner los mecanismos adecuados para asegurar su cumplimiento. Esa última modificación de la ley de la contratación pública ni siquiera se hizo de propio intento por el Gobierno, sino que se hizo para cumplir con la normativa comunitaria. Y a pesar de que se publicó en plena ola de procesos judiciales contra la corrupción en España, se refiere a la corrupción en tan solo dos párrafos: uno dedicado a decir que las Administraciones públicas tienen que luchar contra el fraude y la corrupción, y otro explicando lo que es un conflicto de interés. Tras décadas con innumerables casos de corrupción cometidos en los ayuntamientos, en las diputaciones provinciales, en las comunidades autónomas,  por  embajadores,  por  parlamentarios  europeos, por ministros, por diputados, por directores generales, etc., y resulta que todo lo que la ley de contratación pública tiene que decir al respecto se limita a dos párrafos. 




			La revisión de la ley en el 2017 introdujo conceptos interesantes, como obligar a las Administraciones a rechazar ofertas «anormalmente bajas» o establecer una Oficina de Supervisión de la Contratación, una organización de carácter estatal para velar por la correcta aplicación de la legislación en esta materia, así como para dar traslado a la fiscalía de hechos de los que tenga conocimiento y que sean constitutivos de delito. Pero los miembros de la Oficina de Supervisión son nombrados directamente por el Consejo de Ministros, con lo cual su independencia es más que cuestionable; un nuevo ejemplo de cómo los políticos han extendido su poder, inmiscuyéndose hasta en el organismo que supervisa toda la contratación pública en España. Y hemos tenido que esperar nada menos que hasta el 2019 para que la Oficina de Supervisión publique su primera instrucción, que pide que todas las Administraciones españolas tienen que solicitar al menos tres ofertas para adjudicar un contrato público, aunque sea un contrato menor; parece mentira que algo tan básico no se haya aplicado en España hasta finales de la segunda década del siglo XXI.  




			En España todas las Administraciones públicas están ahora formalmente obligadas a publicar todos los procesos públicos de licitación a través de la llamada Plataforma de Contratación del  Sector  Público,  algo  crucial  para  poder  identificar  posibles intentos de corrupción política en la contratación pública. Pero sorprende ver que no hay un mecanismo específico para asegurarse de que todas las Administraciones públicas cumplen efectivamente con ese requisito de transparencia. Y, por ello, no todas lo hacen. Tanto es así que, en febrero del 2019, es decir, dos años después de la publicación de la ley de contratación pública, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, un organismo público estatal, indicó en su radiografía de la contratación pública que «se detecta una importante falta de supervisión y control sobre la información publicada» en las plataformas de contratación: imponer requisitos de transparencia es loable, pero para eliminar la corrupción y el abuso lo realmente importante es vigilar que esos requisitos se cumplan de manera efectiva. 




			Lo más sorprendente del sistema español de contratación pública es que la ley sigue permitiendo sobrecostes de hasta el 50 % de las obras públicas y no establece un mecanismo de revisión automática de los contratos en caso de sobrecostes excesivos, algo esencial, pues muchos de los casos de corrupción en España han surgido precisamente en obras con sobrecostes masivos. Hay obras en España, como el Hospital de Burgos, donde el sobrecoste ha sido de más del 56 % del presupuesto inicial; en la Ciudad de la Cultura de Santiago de Compostela, del 178 %; en la Ciudad de las Artes de Valencia, del 316 %, y en la T4 del aeropuerto de Barajas, del 500 %. Obviamente, el que haya sobrecostes no quiere decir que haya habido corrupción, pero los sobrecostes son sin ninguna duda una bandera roja. No hace falta ser un experto en contratación pública para entender que, aunque en las obras pueden surgir problemas de última hora que den lugar a pequeños sobrecostes, uno de más de un 20 % o 30 % debería hacer saltar todas las alarmas. Lo normal sería que cuando se produce ese tipo de sobrecostes hubiese revisiones totales y automáticas de los contratos por parte de un organismo independiente para asegurarse de que todo se ha hecho de forma limpia y adecuada. Pero aunque la ley española de contratación pública ha cambiado treinta veces en ocho años, ¡treinta veces!, todavía no se ha logrado establecer esa norma tan básica ni ningún otro mecanismo específico de auditoría objetiva reforzada para este tipo de contratos.  




			Nuestro sistema de contratación pública no puede perder de vista los muchísimos casos de corrupción política que ha habido en este ámbito en España. Llevamos tres décadas con casos regulares de corrupción en la contratación pública por parte de políticos de diversos partidos, en todos los niveles de la política y prácticamente a lo largo de todo el territorio nacional. Terminar con esa lacra requiere normas estrictas, y sobre todo requiere un rigor excepcional en la supervisión del cumplimiento de las normas. No vale poner en marcha un sistema «adecuado», sino que tiene que ser un sistema «reforzado».  




			A veces me preguntan en otros países que por qué en España hay políticos corruptos. La respuesta es meridianamente clara: ¡porque les votamos! Pero aunque no les votáramos, no podemos eliminar el riesgo de que haya políticos sin ética, de la misma manera que hay personas sin ética en todos los otros ámbitos de la sociedad. Lo que sí podemos y debemos hacer es eliminar los agujeros negros del sistema. Que sigamos sin cerrar de una vez por todas los espacios susceptibles de abuso en nuestro sistema de contratación pública, después de los muchísimos casos de corrupción política que han aflorado en España, es como si nos roban cincuenta veces en nuestra casa y nos quedamos tan satisfechos simplemente porque han enjuiciado a algunos de los que nos han robado, sin que nos molestemos en reforzar la seguridad de los espacios de riesgo y cambiar el sistema de cerraduras para cerrar la puerta a cal y canto.  




			De nuevo, así a simple vista, eliminar la corrupción política en la contratación pública española parece imposible, pero se ha hecho en muchos países de nuestro entorno y se tiene que poder hacer, cómo no, en el nuestro. Si no se ha hecho, no es por complejidad, sino exclusivamente por falta de voluntad, de los políticos y nuestra. Exigirles a los gobernantes españoles procedimientos reforzados y sistemas rigurosos de monitoreo de la transparencia y revisión de los contratos públicos es mucho más importante que cualesquiera de las discusiones que copan los titulares de las campañas electorales en España: desde si tenemos que darle un arma a cada español hasta si hay que volver a criminalizar el aborto o crear un nuevo ministerio (¡otro más!) para la familia. Es incomprensible que hayamos dejado caer la revisión de los sistemas de contratación pública y anticorrupción de la agenda política. Cada vez que un político habla de la tolerancia cero con la corrupción, hay que pedirle que deje de hablar en general, que explique con detalle qué nuevas normas va a poner en marcha, y sobre todo que explique exactamente cómo va a garantizarlas. Recuperar el espacio de poder político que nos ha robado la clase política a través de la contratación pública sesgada y corrupta ha de estar en la primera línea de nuestras exigencias a los políticos: dejando de votar a los corruptos, exigiendo programas específicos con normas básicas contra la corrupción y examinando al detalle esas normas durante las campañas electorales. 




			 




			ACTIVIDADES ECONÓMICAS 




			 




			La corrupción en la contratación pública es un instrumento que los políticos españoles han utilizado para extender de manera ilegal su poder, pero, para lograr ese objetivo, también han empleado prácticas legales y mucho más sutiles como la regulación de las actividades económicas y empresariales. 




			Muchos confunden (o intentan hacernos confundir) el liberalismo con el capitalismo extremo. Argumentan que el liberalismo es contrario a la regulación y que lo que defiende es la libertad máxima para los empresarios fuera de toda limitación reglamentaria, porque su objetivo fundamental es la maximización de las ganancias. Nada más lejos de la realidad: el liberalismo defiende ante todo la libertad individual, y para que tal libertad exista ha de ser entre individuos que no tienen por qué ser necesariamente iguales, pero sí han de tener igualdad de oportunidades.  




			El propio John Stuart Mill, uno de los mayores pensadores liberales de la historia (y, junto con Gladstone, de lejos mi preferido, no solo por sus ideas, sino porque, entre otras cosas, la dedicatoria de su ensayo seminal On Liberty a su fallecida mujer es, en mi opinión, una de las declaraciones de amor más bellas, valientes y feministas de todos los tiempos), ya habla en el año 1859 de la libertad de los individuos de regular conjuntamente por mutuo acuerdo los asuntos que les afecten colectivamente; y de la necesidad de la intervención del Estado para prevenir fraudes y adulteraciones, proteger al consumidor en asuntos de salud y seguridad, condiciones laborales, educación, etc., como parte de su deber de protección del individuo. Pero, siempre, la carga de la prueba de la intervención reglamentaria ha de recaer sobre el Estado, para que no acabe copando abusivamente la esfera de poder del individuo.  




			Los liberales no defienden la intervención mínima del Estado, pero piden que justifique su intervención, y que esa intervención sea transparente y se someta al control de la sociedad. El liberalismo no es la «libertad de» de Friedman y los librecambistas, sino la «libertad para» de William E. Gladstone, Lloyd George y Mill; y ello implica la protección de los débiles ante los poderosos, no solo los poderosos en lo económico, sino también los poderosos en lo político, porque el liberalismo consiste, por encima de todo, en liberar al individuo de todo abuso de poder. 




			La seguridad jurídica es un concepto profundamente liberal: para que una sociedad funcione necesitamos reglas, pero, para que esas reglas sean aceptables, tienen que ser proporcionales al objetivo que se pretende regular, transparentes y precisas, sin dejar margen a interpretaciones abusivas. La regulación  hay  que  justificarla,  como  también  hay  que  justificar la interpretación que de ella se hace, porque ha de estar al servicio de los ciudadanos, no al servicio de los políticos. Pero en España la regulación es excesiva y compleja; se sigue legislando sin transparencia, y no hay mecanismos adecuados para considerar los intereses de todas las partes afectadas en el proceso legislativo.  
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